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SERVICIOS JURÍDICOS

Informe emitido a petición de la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra sobre las consecuencias de la enmienda aprobada en el Congreso de los Diputados en el cumplimiento de la recientemente modificada Ley Foral 11/1998, de 3 de Julio, por la que se regula la financiación pública de los centros de iniciativa social que impartan las enseñanzas de bachillerato, ciclos formativos de grado medio y programas de garantía social

Pamplona, 7 de febrero de 2013.

Los Servicios Jurídicos de la Cámara, tienen el honor de elevar a la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra el siguiente

INFORME

Sobre las consecuencias de la enmienda aprobada en el Congreso de los Diputados en el cumplimiento de la recientemente modificada Ley Foral 11/1998, de 3 de Julio, por la que se regula la financiación pública de los centros de iniciativa social que impartan las enseñanzas de bachillerato, ciclos formativos de grado medio y programas de garantía social.

I. ANTECEDENTES.

1.- Los Grupos parlamentarios Bildu-Nafarroa y Nafarroa Bai solicitaron la emisión de un informe sobre las consecuencias de la enmienda aprobada en el Congreso de los Diputados en el cumplimiento de la recientemente modificada Ley Foral 11/1998, de 3 de Julio, por la que se regula la financiación pública de los centros de iniciativa social que impartan las enseñanzas de bachillerato, ciclos formativos de grado medio y programas de garantía social.

2.- La Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra, con fecha 19 de Noviembre de 2012, acordó solicitar la emisión del informe citado.

3.- La enmienda sobre la que se solicita la emisión de informe fue presentada por el Diputado del Grupo Mixto, Sr. Salvador (Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados. Serie A número 27-7, de 29 de Octubre de 2012, Su texto y justificación son los siguientes:

“A la Mesa del Congreso de los Diputados 

El Grupo Parlamentario Mixto, a iniciativa de D. Carlos Salvador Armendáriz, diputado de Unión del Pueblo Navarro, al amparo de lo dispuesto en el art. 110 del Reglamento de la Cámara, presenta las siguientes enmiendas al articulado y secciones del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 26 octubre de 2012.-Carlos Salvador Armendáriz, Diputado.-Alfred Bosch i Pascual, Portavoz del Grupo Parlamentario Mixto. 

ENMIENDA NÚM. 2.458 

FIRMANTE: 

Carlos Salvador Armendáriz (Grupo Parlamentario Mixto) 

Al artículo 17. Apartado 8 (nuevo) 

De adición. 

Redacción que se propone: 

"Ocho. Lo establecido en este artículo será plenamente aplicable a la financiación de todos los centros concertados incluidos los de educación diferenciada que escolarizan alumnos de un solo sexo, y ello, con independencia del modelo de agrupamiento de alumnos que realicen los centros docentes en el ejercicio de sus competencias." 

JUSTIFICACIÓN :

Es necesario dejar claro, para evitar los graves perjuicios de difícil reparación futura que podrían causarse a muchos ciudadanos de no hacerse así, que en los antecedentes parlamentarios de la citada LOE consta además que las Cortes rechazaron al elaborarla y aprobarla, que se considerase discriminatorios a los centros de educación diferenciada por sexo, o, que se les negasen los conciertos en cualquier forma. De conformidad con el artículo 27.9 en relación con el 81, ambos de la Constitución, corresponde solo a la ley orgánica fijar los requisitos que requiera la ayuda de los Poderes públicos a los centros educativos mediante su concertación, lo que se dispone en el artículo 116 de la LO 2/2006 de Educación. Al fijarse en el artículo 84.3 de la LOE la prohibición de discriminación, no se ha restringido en modo alguno el derecho de los titulares de los centros de educación diferenciada a organizarlos del modo previsto en el citado artículo 2 de la Convención de 1960, ni el de los padres y madres a escoger para sus hijos libremente centros dedicados en exclusiva a alumnos de uno u otro sexo o que los agrupen en razón de éste para la actividad escolar. La aplicación, pues, de las previsiones presupuestarias sobre centros concertados deberá hacerse sin otros requisitos que los establecidos en la LOE. 

ENMIENDA NÚM. 2.459 

FIRMANTE: 

Carlos Salvador Armendáriz (Grupo Parlamentario Mixto)

(Se destacan en el texto los aspectos del documento que pueden tener interés en relación con el objeto de este informe).

Esta enmienda fue incorporada al proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado y a día de hoy su contenido está incluido en el artículo 17 (apartado ocho) de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado, publicada en el Boletín Oficial del Estado número 312 de 28 de Diciembre de 2012, dentro del Título II de la Ley denominado “De la gestión presupuestaria” y dentro del Capítulo I relativo a “...la gestión de los presupuestos de los centros docentes”.

El texto de la enmienda se ha incluido en un artículo que tiene por objeto la determinación del módulo económico para el sostenimiento de centros concertados, de acuerdo con lo establecido en los artículos 116 y 117 de la Ley orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de educación (en adelante LOE).

(Se transcribe a continuación el texto completo del artículo en cuestión, haciendo constar que el texto de la enmienda sobre la que se solicita el informe es la parte subrayada y en negrita del final del artículo):

“...TÍTULO II.

De la gestión presupuestaria

CAPÍTULO I.

De la gestión de los presupuestos docentes

Artículo 17. Módulo económico de distribución de fondos públicos para sostenimiento de centros concertados 
Uno. De acuerdo con lo establecido en los apartados segundo y tercero del artículo 117 y de la disposición adicional vigésimo séptima de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, el importe del módulo económico por unidad escolar, a efectos de distribución de la cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento de los centros concertados para el año 2013 es el fijado en el Anexo IV de esta Ley.

A fin de dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 116.1 en relación con el 15.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, las unidades que se concierten en las enseñanzas de Educación Infantil, se financiarán conforme a los módulos económicos establecidos en el Anexo IV de esta Ley.

Los Ciclos Formativos de Grado Medio y de Grado Superior se financiarán con arreglo a los módulos económicos establecidos en el Anexo IV de la presente Ley. En la partida correspondiente a otros gastos de aquellas unidades concertadas de formación profesional que cuenten con autorización para una ratio inferior a 30 alumnos por unidad escolar, se aplicará un coeficiente reductor de 0,015 por cada alumno menos autorizado.

La financiación de la Formación en Centros de Trabajo (FCT) correspondiente a los ciclos formativos de grado medio y superior, en lo relativo a la participación de las empresas en el desarrollo de las prácticas de los alumnos, se realizará en términos análogos a los establecidos para los centros públicos.

Las unidades concertadas de Programas de Cualificación Profesional Inicial se financiarán conforme al módulo económico establecido en el Anexo IV de la presente Ley, si bien los conciertos de los Programas de Cualificación Profesional Inicial tendrán carácter singular.

Asimismo, las unidades concertadas en las que se impartan las enseñanzas de Bachillerato, se financiarán conforme al módulo económico establecido en el Anexo IV de esta Ley.

Las Comunidades Autónomas en pleno ejercicio de competencias educativas, podrán adecuar los módulos establecidos en el citado Anexo IV a las exigencias derivadas del currículo establecido por cada una de las enseñanzas, siempre que ello no suponga una disminución de las cuantías de dichos módulos en ninguna de las cantidades en que se diferencian, fijadas en la presente Ley.

Las retribuciones del personal docente tendrán efectividad desde el 1 de enero de 2013, sin perjuicio de la fecha en que se firmen los respectivos Convenios Colectivos de Empresas de Enseñanza Privada sostenida total o parcialmente con fondos públicos, aplicables a cada nivel educativo en los centros concertados, pudiendo la Administración aceptar pagos a cuenta, previa solicitud expresa y coincidente de todas las organizaciones patronales y consulta con las sindicales negociadoras de los citados Convenios Colectivos, hasta el momento en que se produzca la firma del correspondiente Convenio, considerándose que estos pagos a cuenta tendrán efecto desde el 1 de enero de 2013. El componente del módulo destinado a «Otros Gastos» surtirá efecto a partir del 1 de enero de 2013.

Las cuantías señaladas para salarios del personal docente, incluidas cargas sociales, serán abonadas directamente por la Administración, sin perjuicio de la relación laboral entre el profesorado y el titular del centro respectivo. La distribución de los importes que integran los «Gastos Variables» se efectuará de acuerdo con lo establecido en las disposiciones reguladoras del régimen de conciertos.

La cuantía correspondiente a «Otros Gastos» se abonará mensualmente pudiendo los centros justificar su aplicación al finalizar el correspondiente ejercicio económico de forma conjunta para todas las enseñanzas concertadas del centro. En los ciclos formativos de grado medio y superior cuya duración sea de 1.300 o 1.400 horas, las Administraciones educativas podrán establecer el abono de la partida de otros gastos del segundo curso, fijada en el módulo contemplado en el Anexo IV, de forma conjunta con la correspondiente al primer curso; sin que ello suponga en ningún caso un incremento de la cuantía global resultante.

Dos. A los centros docentes que tengan unidades concertadas en todos los cursos de la Educación Secundaria Obligatoria, se les dotará de la financiación de los servicios de orientación educativa a que se refiere el artículo 22.3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. Esta dotación se realizará sobre la base de calcular el equivalente a una jornada completa del profesional adecuado a estas funciones, por cada 25 unidades concertadas de Educación Secundaria Obligatoria. Por tanto, los centros concertados tendrán derecho a la jornada correspondiente del citado profesional, en función del número de unidades de Educación Secundaria Obligatoria que tengan concertadas. En el ámbito de sus competencias y de acuerdo con sus disponibilidades presupuestarias, las Administraciones educativas podrán incrementar la financiación de los servicios de orientación educativa.

Tres. En el ámbito de sus competencias, las Administraciones educativas podrán fijar las relaciones profesor/unidad concertada, adecuadas para impartir el plan de estudios vigente en cada nivel objeto del concierto, calculadas en base a jornadas de profesor con veinticinco horas lectivas semanales.

La Administración no asumirá los incrementos retributivos, las reducciones horarias, o cualquier otra circunstancia que conduzca a superar lo previsto en los módulos económicos del Anexo IV.

Asimismo, la Administración no asumirá los incrementos retributivos, fijados en Convenio Colectivo, que supongan un porcentaje superior al incremento establecido para el profesorado de la enseñanza pública en los distintos niveles de enseñanza salvo que, en aras a la consecución de la equiparación gradual a que hace referencia el artículo 117.4 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, se produzca su reconocimiento expreso por la Administración y la consiguiente consignación presupuestaria.

Cuatro. Las Administraciones educativas podrán, en el ámbito de sus competencias, incrementar las relaciones profesor/unidad de los centros concertados, en función del número total de profesores afectados por las medidas de recolocación que se hayan venido adoptando hasta la entrada en vigor de esta Ley y se encuentren en este momento incluidos en la nómina de pago delegado, así como de la progresiva potenciación de los equipos docentes.

Todo ello, sin perjuicio de las modificaciones de unidades que se produzcan en los centros concertados, como consecuencia de la normativa vigente en materia de conciertos educativos.

Cinco. A los centros concertados se les dotará de las compensaciones económicas y profesionales para el ejercicio de la función directiva a que hace referencia el artículo 117.3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

Seis. Las cantidades máximas a percibir de los alumnos en concepto de financiación complementaria a la proveniente de los fondos públicos que se asignen al régimen de conciertos singulares, suscritos para enseñanzas de niveles no obligatorios, y en concepto exclusivo de enseñanza reglada, son las que se establecen a continuación:

a) Ciclos formativos de grado superior: entre 18 y 36 euros alumno/mes durante diez meses, en el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2013.

b) Bachillerato: entre 18 y 36 euros alumno/mes durante diez meses, en el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2013.

La financiación obtenida por los centros, consecuencia del cobro a los alumnos de estas cantidades tendrá el carácter de complementaria a la abonada directamente por la Administración para la financiación de los «Otros Gastos».

Los centros que en el año 2012 estuvieran autorizados para percibir cuotas superiores a las señaladas podrán mantenerlas para el ejercicio 2013.

La cantidad abonada por la Administración, no podrá ser inferior a la resultante de minorar en 3.606,08 euros el importe correspondiente al componente de «Otros Gastos» de los módulos económicos establecidos en el Anexo IV de la presente Ley, pudiendo las Administraciones educativas competentes establecer la regulación necesaria al respecto.

Siete. Financiación de la enseñanza concertada en las Ciudades de Ceuta y Melilla: al objeto de dotar a los centros de los equipos directivos en los términos establecidos en el artículo 117.3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y de proceder al aumento de la dotación de la financiación de los servicios de orientación educativa a que se refiere el artículo 22.3 de la misma Ley, sobre la base de calcular el equivalente a una jornada completa del profesional adecuado a estas funciones, por cada 16 unidades concertadas de Educación Secundaria Obligatoria, el importe del módulo económico por unidad escolar para el ámbito territorial de las Ciudades de Ceuta y Melilla será el que se establece en el Anexo V de la presente Ley.

Ocho. Lo establecido en este artículo será plenamente aplicable a la financiación de todos los centros concertados incluidos los de educación diferenciada que escolarizan alumnos de un solo sexo, y ello, con independencia del modelo de agrupamiento de alumnos que realicen los centros docentes en el ejercicio de sus competencias.....”.

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS.

1.-
Marco constitucional.

La Constitución española de 1978 reconoce en su artículo 27, dentro de la Sección primera del Capítulo segundo del Título primero, el derecho fundamental a la educación. Y lo hace en los términos siguientes:

“...

Artículo 27. [Derecho a la educación]

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca....”.

(se subrayan los aspectos que puede tener interés en relación con el tema al que se refiere este informe).

La Constitución, en lo que se refiere a la distribución territorial de competencias sobre esta materia establece lo siguiente:

“...Artículo 148. Competencias de las Comunidades Autónomas.

1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

....

17ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la Comunidad Autónoma.

...

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149...”

Y

“...Artículo 149. Competencias del Estado.

1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

....

30ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

.....

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas”.

2. Competencias de la Comunidad Foral de Navarra en materia de educación.

Dentro del marco constitucional, en lo que se refiere a la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, en el que no hay que olvidar lo dispuesto en la disposición adicional primera de la CE que ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales, la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Fuero de Navarra (en adelante, LORAFNA) reconoce las competencias de la Comunidad Foral de Navarra en materia de educación –competencias de carácter foral tanto por su encuadramiento en la LORAFNA como por las funciones que la Diputación Foral había ejercido históricamente sobre el particular- y lo hace en los términos siguientes:

“...Artículo 47. Competencias en materia de enseñanza.

Es de la competencia plena de Navarra la regulación y administración de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio de lo establecido en los preceptos constitucionales sobre esta materia, de las leyes orgánicas que los desarrollen y de las competencias del Estado en lo que se refiere a la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y de la alta inspección del Estado para su cumplimiento y garantía....”

En lo que se refiere a los derechos históricos de Navarra en materia económica, financiera y tributaria la LORAFNA establece lo siguiente:

“Artículo 45. [Convenio Económico]

1. En virtud de su régimen foral, la actividad tributaria y financiera de Navarra se regulará por el sistema tradicional del Convenio Económico.

2. En los Convenios Económicos se determinarán las aportaciones de Navarra a las cargas generales del Estado señalando la cuantía de las mismas y el procedimiento para su actualización, así como los criterios de armonización de su régimen tributario con el régimen general del Estado.

3. Navarra tiene potestad para mantener, establecer  y regular su propio régimen tributario, sin perjuicio de lo dispuesto en el correspondiente Convenio Económico que deberá respetar los principios contenidos en el Título Preliminar del Convenio Económico de 1969 , así como el principio de solidaridad a que se refiere el artículo 1 de esta Ley Orgánica.

4. Dada la naturaleza paccionada de los Convenios Económicos, una vez suscritos por el Gobierno de la nación y la Diputación, serán sometidos al Parlamento Foral y a las Cortes Generales para su aprobación mediante ley ordinaria....”.

La autonomía financiera de Navarra, tanto desde el punto de vista de los ingresos como de los gastos públicos, que está reconocida en el citado artículo de la LORAFNA – que se regulará por el procedimiento tradicional del Convenio Económico en los que se determinarán las aportaciones de Navarra a las cargas generales del Estado- constituye un derecho histórico esencial inherente al propio régimen foral, que la Constitución ampara y respeta (disposición adicional primera de la CE).

Por otra parte, como es sabido, el artículo 147.2 de la CE establece cuál debe ser el contenido mínimo de los Estatutos de Autonomía estableciendo en su letra d) que estos deberán contener “...Las competencias asumidas, dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso de los servicios...” lo que supone que la referencia que la constitución realiza sobre el traspaso de los servicios no se refiere a las competencias propiamente dichas que se asumen en los Estatutos, sino sólo a los medios económicos y personales a ellas inherentes. En el caso de Navarra en la LORAFNA.

A pesar de que los decretos de trasferencias de servicios ni atribuyen ni reconocen competencia alguna, la trascripción parcial de lo dispuesto en el Real Decreto 1070/1990 de 31 de agosto de traspaso de funciones y servicios a Navarra en materia de educación (dictado al amparo de lo dispuesto en la disposición transitoria cuarta de la LORAFNA) puede resultar de interés, para comprender mejor cuáles son las competencias que ha asumido la Comunidad y las que retiene el Estado en materia de educación y más en concreto en lo que puede incidir en relación al objeto de este informe. 

El Real Decreto 1070/1990 de 31 de Agosto citado establece a este respecto lo siguiente:

1. La Comunidad Foral de Navarra ejercerá dentro de su ámbito territorial las siguientes funciones que en materia de enseñanza no universitaria venía realizando la Administración del Estado:

......

q) La convocatoria, tramitación y resolución de los expedientes para la concesión de subvenciones a la gratuidad y para conciertos, así como su control y posible revocación, de acuerdo con las normas básicas establecidas por el Estado.

..............

III. Servicios y funciones que continúan correspondiendo a la Administración del Estado.

Seguirán siendo ejercidas por los órganos correspondientes de la Administración del Estado las siguientes funciones:

a) La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos y deberes en materia de educación, de acuerdo con el artículo 149.1,1.º de la Constitución.

b) La elaboración de las normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución sin perjuicio de la competencia de la Comunidad Foral de Navarra para el desarrollo legislativo, ejecución y aplicación de la legislación del Estado en esta materia.
c) La ordenación general del sistema educativo de aplicación en todo el territorio nacional.

d) El establecimiento de la normativa básica y la determinación de los requisitos mínimos que deben reunir los Centros e Instalaciones Escolares.

La financiación de los servicios que sean trasferidos a la Comunidad Foral de Navarra se ajustará a lo dispuesto en el artículo 8 del Real Decreto 2356/1984, de 19 de Diciembre, por el que se aprueban las normas reguladoras de la transferencia de servicios estatales a la Comunidad Foral de Navarra que establece lo siguiente:

“....Artículo 8.
1.º Mientras permanezca en vigor el Convenio Económico aprobado por el Decreto-ley 16/1969, de 24 de julio , la Comunidad Foral de Navarra asumirá la financiación de los servicios que le sean transferidos.

2.º La valoración definitiva de los servicios que se transfieran a Navarra se efectuará en el marco y con los efectos que prevea el Convenio Económico que sustituya al mencionado en el apartado anterior.

3.º A partir de la fecha de efectividad de la correspondiente transferencia, se considerarán como propios de la Comunidad Foral:

a) Los ingresos de carácter público que graven la prestación de los servicios estatales transferidos.

b) Los ingresos de derecho privado que reporte la prestación de dichos servicios....”).

En lo que concierne al contenido de este informe, de acuerdo con lo expuesto, y dentro del margen de autonomía financiera que le garantiza el Convenio Económico, la Comunidad Foral de Navarra (en adelante CFN) ostenta competencias de desarrollo legislativo para la regulación y administración de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio de lo establecido en los preceptos constitucionales en la materia (artículos 27, 148, 149 y disposición adicional primera de la CE), de las leyes orgánicas que los desarrollen y de las competencias del Estado en lo relativo a la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y de la alta inspección del Estado.

En este marco la CFN ha asumido la competencia para convocar, tramitar y resolver los expedientes para la concesión de subvenciones a la gratuidad y para conciertos, así como su control y posible revocación, de acuerdo con lo que establezcan las normas básicas del Estado. 

3. Legislación dictada por la CFN en está materia en ejercicio de las competencias que le reconoce la LORAFNA.

En ejercicio de las competencias que en materia de educación ostenta la CFN, que incluyen como mínimo la de desarrollo de la legislación básica del Estado sobre la materia, además de la administración de la enseñanza en toda su extensión, incluidas las potestades, como hemos visto, de control y revocación, en su caso, de los conciertos educativos, “...de acuerdo con las normas básicas establecidas por el Estado”, se aprobó la Ley Foral 11/1998, de 3 de julio, de financiación pública de los centros de iniciativa social de Navarra que imparten las enseñanzas de bachillerato, ciclos de grado medio y programas de garantía social.

En la larga exposición de motivos de esta Ley Foral se afirma, entre otras cuestiones, que la financiación pública de los niveles educativos no obligatorios no forma parte del contenido esencial del derecho a la educación y que el precepto constitucional que da pie a una fundamentación legal de la ayuda financiera a la educación no obligatoria es el artículo 27.9 de la CE, relativo a la ayuda pública a los centros que reúnan los requisitos que la ley establezca. A juicio de los que redactaron y aprobaron dicha ley foral el artículo 27.9 puede entenderse como parte del contenido esencial de la libertad de enseñanza, siempre en los términos que establezca la ley, lo que a su juicio no significa vaciar de contenido dicho precepto, sino que más bien, se trata de un mandato al legislador para que dentro de los límites constitucionales establezca un régimen de ayudas a los centros públicos. Una previsión constitucional que a juicio de los redactores además está limitada por las disponibilidades presupuestarias.

La ley Foral 11/1998, de 3 de julio, establece que los niveles educativos post-obligatorios establecidos en la LOGSE como bachillerato y formación profesional de grado medio, impartidos en los centros de iniciativa social de la Comunidad Foral de Navarra, serán objeto de los oportunos conciertos educativos singulares en la forma establecida en el Decreto Foral 416/1992, de 14 de Diciembre (artículo 1), así como que tendrán la condición de centros susceptibles de ser concertados, todos los centros de iniciativa social ubicados en la Comunidad foral de Navarra que estén autorizados para impartir enseñanzas de primer curso de bachillerato (LOGSE), COU, ciclos formativos de grado medio y programas de garantía social (artículo 2). 

La efectividad de los conciertos se estableció a partir del curso 1998-1999, remitiéndose la Ley Foral en lo relativo a financiación, a lo establecido en la disposición adicional décimo cuarta y en el artículo 35.2 de la Ley Foral 21/1997, de 30 de Diciembre, de Presupuestos Generales de Navarra para 1998.

En ejercicio también de la competencias que ostenta la CFN en materia de educación, en desarrollo de lo dispuesto por la legislación básica del Estado, el Parlamento de Navarra aprobó la Ley Foral 17/2012, de 19 de Octubre, publicada en el Boletín Oficial de Navarra número 213, de 30 de Octubre, por la que se modificó la Ley Foral 11/1998, de 3 de julio, añadiendo a aquella una nueva disposición adicional del tenor siguiente:

“....Artículo único.
Se añade una disposición adicional a la Ley Foral 11/1998, de 3 de julio, que regula la financiación pública de los Centros de Iniciativa Social que imparten las enseñanzas de bachillerato, ciclos formativos de grado medio y programas de garantía social, que tendrá la redacción siguiente:

«Disposición adicional.

1. No podrán ser objeto de los conciertos regulados en el artículo 1 de esta Ley Foral los centros educativos que únicamente admitan a alumnos de un solo sexo, o que impartan las enseñanzas en grupos separados por razón de sexo, o que de cualquier otro modo no apliquen el principio de coeducación.

2. Tampoco podrán ser objeto de concierto por parte de la Administración de la Comunidad Foral los centros de educación infantil, primaria o secundaria obligatoria que únicamente admitan a alumnos de un solo sexo, o que impartan las enseñanzas en grupos separados por razón de sexo, o que de cualquier otro modo no apliquen el principio de coeducación.


3. No obstante lo anterior, los conciertos a los que se refieren los apartados precedentes podrán ser prorrogados por acuerdo motivado del Gobierno de Navarra, a los solos efectos de garantizar la continuidad del alumnado actualmente matriculado en estos centros hasta la finalización de las etapas educativas obligatorias que estén cursando.

4. Serán nulos de pleno derecho todos los actos que se dicten en infracción de lo dispuesto en esta disposición».

DISPOSICIÓN FINAL.

La presente Ley Foral entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.

En esta disposición se prohíbe la concertación con centros que únicamente admitan alumnos de un solo sexo, impartan las enseñanzas en grupos separados o que de cualquier otro modo no apliquen el principio de coeducación (puntos 1 y 2), estableciendo un régimen transitorio de forma que los conciertos a los que se refieren dichos apartados podrán ser prorrogados excepcionalmente, por acuerdo motivado del Gobierno de Navarra, a los solos efectos de garantizar la continuidad del alumnado actualmente matriculado en dichos centros, hasta la finalización de las etapas educativas obligatorias que estén cursando.

Esta Ley Foral no solo se aprobó con pleno respeto al marco constitucional de distribución de competencias entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra (su constitucionalidad no ha sido discutida en ningún momento), sino también con pleno respeto a lo dispuesto por las leyes orgánicas dictadas por el Estado en materia de educación a las que se ajusta plenamente, así como a la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, sobre conciertos educativos, fundamentalmente a la dictada a lo largo del año 2012 y del que son buen ejemplo las siguientes Sentencias: Sentencia de 24 de Julio de 2012 (recurso de casación número 4591/2011), Sentencia de 24 de julio de 2012 (recurso de casación número 5423/2011), Sentencia de 9 de Octubre de 2012 (recurso de casación número 5182/2011) y la más reciente Sentencia de 14 de enero de 2013 (recurso de casación número 1303/2012)

Y tanto es así que en misma exposición de motivos de la Ley Foral 12/2012, de 19 de Octubre, se hace referencia a algunas de estas Sentencias a las que posteriormente me referiré, que no dejan lugar a ninguna duda sobre cuál es el régimen legal al que deben sujetarse los conciertos educativos en las fechas en las que se plantearon las cuestiones que han motivado el dictado de las referidas resoluciones judiciales y también el aplicable a día de hoy en todo el territorio del Estado y también, lógicamente, en Navarra, y que no es otro que el establecido en la Ley orgánica 2/2006, de 3 mayo de educación (en adelante LOE).

El Gobierno de Navarra, en ejercicio de sus competencias aprobó el Decreto Foral 416/1992, de 14 de Diciembre, por el que se aprueba le Reglamento de los conciertos educativos, modificado por Decreto Foral 146/2002, de 2 de julio, que no ha sido expresamente derogado aunque se remite a la Ley 8/1985, de 3 de julio, reguladora del derecho a la educación y cuya vigencia, como se verá más adelante, a juicio de la que suscribe, está condicionada por los dispuesto en la LOE.

4. Los artículos 84.3, 116 y 117 de la LOE y su aplicación por el Tribunal Supremo. 

La LOE, hoy vigente, introdujo en su artículo 84.3, en el que regula la “Admisión de alumnos” dentro del Capítulo III “Escolarización en centros públicos y privados“ del Titulo II dedicado a la “Equidad en la educación”, una importante modificación en la legislación que hasta entonces había venido regulando los conciertos educativos en España al establecer que: “...En ningún caso habrá discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”.

Esta regulación, vigente y de aplicación directa, que vincula a todas las Comunidades Autónomas y también a Navarra, que supuso una importante modificación sobre la regulación anterior, ha llevado al Tribunal Supremo, a afirmar en varias Sentencias, que a partir de ella, no es posible legalmente que las administraciones con competencias en materia de educación suscriban (o renueven) conciertos educativos con centros educativos que no garanticen la coeducación porque lo impide el artículo 84.3 de la LOE.

Como afirma el Tribunal Supremo en las resoluciones judiciales a las que se ha hecho referencia la LOE, que preconiza un modelo de coeducación, se aparta, con este artículo, de lo dispuesto en leyes anteriores como son la LODE (Ley Orgánica 8/1985, de 3 de Julio del derecho a la educación) y la LOCE (Ley Orgánica 10/2002, de 23 de Diciembre, de calidad de la educación), hoy derogadas en este aspecto, al prohibir expresamente la discriminación por razón de sexo en la admisión de los alumnos. Y esta prohibición de discriminación prevista en una norma legal es la que impide, como afirma el Tribunal Supremo, que se pueda concertar con este tipo de centros que no garantizan la coeducación.

Además este artículo 84.3 de la LOE tiene, porque desarrolla un derecho fundamental (artículo 27 de la CE), el carácter de legislación orgánica (disposición final séptima de LOE), ha sido aprobado por mayoría absoluta del Congreso de los Diputados (artículo 81 de la CE) lo que tiene, como se verá más adelante, alguna importancia en relación con el objeto del informe.

El Tribunal Supremo en su momento ya había admitido en Sentencia 4300/2006 que con la introducción por la LOE del sexo como un motivo más que impide discriminar a los alumnos en el proceso de admisión en un centro educativo, publico o concertado, y su entrada en vigor, cambiaba radicalmente la situación que hasta entonces se había mantenido sobre esta cuestión.

Además hay que tener en cuenta lo dispuesto en el Capítulo IV del Título IV de la LOE dedicado a los centros concertados. Este capítulo consta de dos artículos -el 116 y el 117- en los que se regulan los conciertos y los módulos de los conciertos respectivamente. Estos preceptos tienen carácter de legislación básica (Disposición final quinta de la LOE), aunque no carácter orgánico (no desarrollan un derecho fundamental). 

De lo dispuesto en estos dos preceptos se pueden trasladar, a los efectos que ahora interesan varias cuestiones de las en ellos reguladas y entre ellas, que los centros privados que ofrezcan enseñanzas declaradas gratuitas en la LOE y satisfagan necesidades de escolarización, en el marco de lo dispuesto en los artículos 108 y 109 de le LOE podrán acogerse al régimen de conciertos en los términos legalmente establecidos, correspondiendo al Gobierno el establecimiento de los aspectos básicos a los que deben someterse los conciertos, aspectos que se referirán al cumplimiento de los requisitos previstos en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de Julio, del derecho a la educación (en adelante LODE) y en las normas que le sean de aplicación de la “presente ley”, correspondiendo a las Comunidades Autónomas el dictado de las normas necesarias para el desarrollo del régimen de conciertos educativos de acuerdo con lo dispuesto en el precepto (116 LOE) y en el marco de los dispuesto en los artículos 108 y 109 de la LOE. 

En cuanto a los módulos de concierto, a los que se refiere el artículo 117 de la LOE, la cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento de los centros privados concertados se establecerá en los presupuestos de las Administraciones correspondientes y a los efectos de distribución de dicha cuantía global, el importe del módulo económico, por unidad escolar se fijará anualmente en los Presupuestos Generales del Estado y, en su caso, en los de las Comunidades Autónomas, no pudiendo en estos ser inferior al que se establezca en los primeros en ninguna de las cantidades en que se diferencia el citado módulo de acuerdo con lo que se establece en el apartado siguiente.
En dicho apartado (el siguiente) se establece, entre otras cuestiones, que en el módulo, cuya cuantía asegurará que la enseñanza se imparta en condiciones de gratuidad, se diferenciarán: los salarios del personal docente, las cantidades destinadas a otros gastos de personal, mantenimiento, conservación y funcionamiento de los centros. Y las cantidades destinadas a antigüedad, pago de sustituciones..., estableciéndose también que en la Ley de Presupuestos Generales del Estado se determinará el importe máximo de las cuotas que los centros con concierto singular podrán percibir de las familias.

Por tanto los artículos 116 y 117 de la LOE remiten a lo que dispongan las Leyes de Presupuestos del Estado o de las Comunidades Autónomas, si como en el caso de Navarra han asumido competencias en la materia, para que determinen la cuantía global de los fondos públicos destinados a los centros privados concertados y el importe del módulo económico por unidad escolar que no podrá ser, en el caso de la Comunidades Autónomas inferior al determinado con carácter general por el Estado.

La remisión que realizan los artículos 116 y 117 de la LOE a las leyes de presupuestos del Estado y de las Comunidades Autónomas, en su caso, está limitada a estas dos cuestiones, y no más.

5. Las leyes de Presupuestos Generales de Navarra y los conciertos educativos.

En el marco de las competencias que ostenta la CFN y con respeto a la legislación básica del Estado sobre conciertos educativos, a la que se acaba de hacer referencia, Navarra, además de aprobar la Ley Foral 11/1998, de 3 de Julio, (modificada por Ley Foral 17/2012 de 19 de Octubre), ha venido regulando el sostenimiento con fondos públicos de los centros concertados y lo ha hecho a través de las Leyes Forales de Presupuestos de Navarra que se han aprobado para los distintos ejercicios. La última vez lo ha hecho en la Ley Foral 19/2011 de 28 de Diciembre de Presupuestos Generales de Navarra para 2012 en la que dentro del Título dedicado a la gestión presupuestaria reguló lo siguiente:

“....

Artículo 22. Sostenimiento de centros concertados y subvencionados 

1. Conforme a lo establecido en el artículo 117 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, el importe del módulo económico por unidad escolar, a efectos de distribución de la cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento de los centros concertados y subvencionados, para el año 2012, es el fijado en la disposición adicional octava.

Se faculta al Gobierno de Navarra, previa negociación con el sector de la enseñanza concertada y previo informe favorable del Departamento de Economía y Hacienda, para modificar los módulos económicos de la disposición adicional octava y la cuantía fijada en el apartado cinco del presente artículo, así como para determinar la fecha de efectividad y realizar los correspondientes movimientos de fondos asociados a dicha modificación.

Dichos movimientos de fondos no estarán sujetos a las limitaciones establecidas en los artículos 38 y 44 a 50, ambos inclusive, de la Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra.

Las previsiones sobre retribuciones del personal docente, incluidas en la disposición adicional octava, tendrán efectividad desde el día 1 de enero de 2012, sin perjuicio de la fecha en que se firmen los respectivos Convenios Colectivos de la Enseñanza Privada, pudiendo la Administración aceptar pagos a cuenta, previa solicitud expresa y coincidente de todas las organizaciones patronales y consulta con las sindicales, hasta el momento en que se produzca la firma del correspondiente Convenio, considerándose que estos pagos a cuenta tendrán efecto desde el 1 de enero de 2012.

El componente del módulo destinado a «otros gastos» y, en su caso, personal complementario, incluido en la disposición adicional octava, tendrá efectos a partir del 1 de enero de 2012.

Las cuantías señaladas para salarios del personal docente incluidas cargas sociales, serán abonadas directamente por la Administración mediante pago delegado, sin perjuicio de la relación laboral entre el profesorado y el titular del centro respectivo.

Las cuantías correspondientes a «otros gastos» se abonarán a los centros concertados, debiendo estos justificar su aplicación al finalizar cada curso escolar.

La distribución de los importes que integran los «gastos variables» se efectuará de acuerdo con lo que se establece en las Disposiciones Reguladoras del Régimen de Conciertos.

2. Si al finalizar el ejercicio 2012 el saldo de las partidas para subvencionar los centros concertados fuera insuficiente en virtud de los conciertos vigentes, el Gobierno de Navarra autorizará la adquisición de un compromiso de gasto por la cuantía necesaria para completar las citadas subvenciones con cargo al siguiente ejercicio presupuestario.

3. Dado que en Navarra no se imparte actualmente toda la relación de títulos de formación profesional específica, el Departamento de Educación determinará de forma provisional los módulos económicos de aquellos Ciclos Formativos de Grado Medio o Superior o Programas de Cualificación Profesional Inicial que sean de nueva implantación en el curso 2012-2013 y no estén incluidos en la disposición adicional octava, y podrá modificar provisionalmente los incluidos en la disposición adicional con efectos del inicio del curso 2012-2013 a la vista de la implantación de los mismos.

4. A los centros que hayan implantado el primer y segundo ciclo de la Educación Secundaria Obligatoria, el Bachillerato, los Ciclos Formativos de Grado Medio o Superior, y los Programas de Garantía Social, se les dotará de la financiación de los servicios especializados de orientación educativa, psicopedagógica y profesional a que se refiere el artículo 2.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. Esta dotación se realizará en la proporción equivalente a una jornada completa del profesional adecuado a estas funciones, por cada 25 unidades concertadas de los mencionados niveles educativos. Por tanto, los centros concertados tendrán derecho a la financiación de la jornada correspondiente al citado profesional, en función del número de unidades de dichos niveles que tengan concertadas.

5. El Concierto singular de los Ciclos Formativos de Grado Superior será parcial, de tal manera que las cantidades a percibir de los alumnos en concepto de financiación complementaria a la proveniente de los fondos públicos que se asignen al régimen de conciertos singulares parciales, que se suscriban para la enseñanza del nivel no obligatorio de Ciclos Formativos de Grado Superior, y en concepto exclusivo de enseñanza reglada, es de 37,42 euros alumno/mes durante diez meses, desde el 1 de enero de 2012 hasta el 30 de junio del mismo año, y desde el 1 de septiembre de 2012 hasta el 31 de diciembre del mismo año excepto el alumnado matriculado en curso que conste exclusivamente de Formación Profesional en centros de trabajo. Estos últimos abonarán 32,45 euros alumno/mes durante los tres meses que dura la Formación Profesional en Centros de Trabajo del curso 2012-2013.

El concierto singular del curso preparatorio para el acceso a los ciclos formativos de grado superior será parcial, de tal manera que las cantidades a percibir de los alumnos en concepto de financiación complementaria a la proveniente de los fondos públicos que se asignen al régimen de conciertos singulares parciales, que se suscriban para la enseñanza del nivel no obligatorio del curso preparatorio para el acceso a los ciclos formativos de grado superior, y en concepto exclusivo de enseñanza reglada, es de 26,53 euros alumno/mes durante diez meses, desde el 1 de enero de 2012 hasta el 30 de junio del mismo año y desde el 1 de septiembre hasta el 31 de diciembre del mismo año.

La financiación obtenida por los centros, consecuencia del cobro a los alumnos de estas cantidades, servirá para afrontar el apartado de «otros gastos» del módulo económico, y en consecuencia la Administración sólo abonará la cantidad restante hasta alcanzar la cantidad total del apartado de «otros gastos».

6. El apoyo a la función directiva, de conformidad con lo previsto en la disposición adicional vigésimo séptima de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, requiere una financiación que se concreta en que todos los módulos económicos por unidad escolar de los distintos niveles y modalidades educativas que se fijan en la disposición adicional octava de la presente Ley Foral, con excepción de las unidades que consistan exclusivamente en la formación en centros de trabajo llevan incorporados en el concepto de otros gastos 787,26 euros anuales para la financiación de otros cargos de la función directiva y/o pedagógica, independientemente del complemento de dirección que sigue incorporado al apartado de «gastos variables».

7. Los centros docentes concertados de Educación Infantil y Enseñanzas Obligatorias que atiendan al alumnado con necesidades educativas especiales o en situaciones sociales o culturales desfavorecidas, contarán con otros recursos económicos y humanos: profesorado de apoyo para la atención de este alumnado, servicios de logopedia y cuidadores u otro personal complementario.

La asignación de dichos recursos se realizará, con los informes técnicos precisos, previa convocatoria pública aprobada por el Departamento de Educación.

A su vez la disposición adicional octava establecía lo siguiente:

“....

Disposición Adicional octava. Módulos económicos de distribución de fondos públicos para sostenimiento de centros concertados 

Los importes anuales de los módulos económicos por unidad escolar en los centros concertados de los distintos niveles y modalidades educativas, desglosados en los siguientes conceptos: «Salarios del personal docente incluidas cargas sociales», con especificación de la ratio de profesorado titular y agregado por unidad concertada, «Gastos variables», y «Otros gastos», con expresión del porcentaje de cada concepto respecto a la totalidad del módulo, serán los recogidos en el Anexo I.

En el concepto de «Salarios del personal docente incluidas cargas sociales», se recoge el coste derivado de las remuneraciones del personal docente y sus cargas sociales en los respectivos niveles de enseñanza.

En el concepto de «Gastos variables», además del coste de la antigüedad del personal docente y su repercusión en Seguridad Social, se recogen las sustituciones del profesorado, el complemento de dirección, y las obligaciones derivadas de lo establecido en el artículo 68, e) del Estatuto de los Trabajadores.

Estas cantidades se recogerán en un fondo general que se distribuirá en forma individualizada entre el personal docente de los centros concertados, de acuerdo con las circunstancias que concurran en cada profesor....”

También el proyecto de Ley Foral de Presupuestos Generales de Navarra para 2013, cuya tramitación fue rechazada por el Parlamento de Navarra contenía previsiones sobre este particular. Eran las siguientes:

“...Artículo 25. Sostenimiento de centros concertados y subvencionados.

1. Conforme a lo establecido en el artículo 117 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, el importe del módulo económico por unidad escolar, a efectos de distribución de la cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento de los centros concertados y subvencionados, para el año 2013, es el fijado en la disposición adicional sexta.

Se faculta al Gobierno de Navarra, previa negociación con el sector de la enseñanza concertada y previo informe favorable del Departamento de Economía, Hacienda, Industria y Empleo, para modificar los módulos económicos y las ratios de la disposición adicional sexta y la cuantía fijada en el apartado cinco del presente artículo así como para determinar la fecha de efectividad y realizar los correspondientes movimientos de fondos asociados a dicha modificación.

Dichos movimientos de fondos no estarán sujetos a las limitaciones establecidas en los artículos 38 y 44 a 50, ambos inclusive, de la Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra.

Las previsiones sobre retribuciones del personal docente, incluidas en la disposición adicional sexta, tendrán efectividad desde el día 1 de enero de 2013, sin perjuicio de la fecha en que se firmen los respectivos Convenios Colectivos de la Enseñanza Privada, pudiendo la Administración aceptar pagos a cuenta, previa solicitud expresa y coincidente de todas las organizaciones patronales y consulta con las sindicales, hasta el momento en que se produzca la firma del correspondiente Convenio, considerándose que estos pagos a cuenta tendrán efecto desde el 1 de enero de 2013.

El componente del módulo destinado a "otros gastos" y, en su caso, personal complementario, incluido en la disposición adicional sexta, tendrá efectos a partir del 1 de enero de 2013.

Las cuantías señaladas para salarios del personal docente incluidas cargas sociales, serán abonadas directamente por la Administración mediante pago delegado, sin perjuicio de la relación laboral entre el profesorado y el titular del centro respectivo.

Las cuantías correspondientes a "otros gastos" se abonarán a los centros concertados, debiendo estos justificar su aplicación al finalizar cada curso escolar.

La distribución de los importes que integran los "gastos variables" se efectuará de acuerdo con lo que se establece en las Disposiciones Reguladoras del Régimen de Conciertos.

2. Dado que en Navarra no se imparten actualmente toda la relación de títulos de formación profesional específica, el Departamento de Educación determinará de forma provisional los módulos económicos de aquellos Ciclos Formativos de Grado Medio o Superior o Programas de Cualificación Profesional Inicial que sean de nueva implantación en el curso 2013-2014 y no estén incluidos en la disposición adicional sexta y podrá modificar provisionalmente los incluidos en la disposición adicional con efectos del inicio del curso 2013-2014 a la vista de la implantación de los mismos.

3. A los centros que hayan implantado el primer y segundo ciclo de la Educación Secundaria Obligatoria, el Bachillerato, los Ciclos Formativos de Grado Medio o Superior, y los Programas de Garantía Social, se les dotará de la financiación de los servicios especializados de orientación educativa, psicopedagógica y profesional a que se refiere el artículo 2.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. Esta dotación se realizará en la proporción equivalente a una jornada completa del profesional adecuado a estas funciones, por cada 25 unidades concertadas de los mencionados niveles educativos. Por tanto, los centros concertados tendrán derecho a la financiación de la jornada correspondiente al citado profesional, en función del número de unidades de dichos niveles que tengan concertadas.

4. El Concierto singular de los Ciclos Formativos de Grado Superior será parcial, de tal manera que las cantidades a percibir de los alumnos en concepto de financiación complementaria a la proveniente de los fondos públicos que se asignen al régimen de conciertos singulares parciales, que se suscriban para la enseñanza del nivel no obligatorio de Ciclos Formativos de Grado Superior, y en concepto exclusivo de enseñanza reglada, es de 37,42 euros alumno/mes durante diez meses, desde el 1 de enero de 2013 hasta el 30 de junio del mismo año, y desde el 1 de septiembre de 2013 hasta el 31 de diciembre del mismo año excepto el alumnado matriculado en curso que conste exclusivamente de Formación Profesional en centros de trabajo. Estos últimos abonarán 32,45 euros alumno/mes durante los tres meses que dura la Formación Profesional en Centros de Trabajo del curso 2013-2014.

El concierto singular del curso preparatorio para el acceso a los ciclos formativos de grado superior será parcial, de tal manera que las cantidades a percibir de los alumnos en concepto de financiación complementaria a la proveniente de los fondos públicos que se asignen al régimen de conciertos singulares parciales, que se suscriban para la enseñanza del nivel no obligatorio del curso preparatorio para el acceso a los ciclos formativos de grado superior, y en concepto exclusivo de enseñanza reglada, es de 26,53 euros alumno/mes durante diez meses, desde el 1 de enero de 2013 hasta el 30 de junio del mismo año y desde el 1 de septiembre hasta el 31 de diciembre del mismo año.

La financiación obtenida por los centros, consecuencia del cobro a los alumnos de estas cantidades, servirá para afrontar el apartado de "otros gastos" del módulo económico, y en consecuencia la Administración sólo abonará la cantidad restante hasta alcanzar la cantidad total del apartado de "otros gastos".

5. El apoyo a la función directiva, de conformidad con lo previsto en la disposición adicional vigésimo séptima de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, requiere una financiación que se concreta en que todos los módulos económicos por unidad escolar de los distintos niveles y modalidades educativas que se fijan en la disposición adicional octava de la presente Ley Foral, con excepción de las unidades que consistan exclusivamente en la formación en centros de trabajo llevan incorporados en el concepto de otros gastos 771,51 euros anuales para la financiación de otros cargos de la función directiva y/o pedagógica, independientemente del complemento de dirección que sigue incorporado al apartado de "gastos variables".

6. Los centros docentes concertados de Educación Infantil y Enseñanzas Obligatorias que atiendan al alumnado con necesidades educativas especiales o en situaciones sociales o culturales desfavorecidas, contarán con otros recursos económicos y humanos: profesorado de apoyo para la atención de este alumnado, servicios de logopedia y cuidadores u otro personal complementario.

La asignación de dichos recursos se realizará, con los informes técnicos precisos, previa convocatoria pública aprobada por el Departamento de Educación....”

“....
Disposición adicional sexta.- Módulos económicos de distribución de fondos públicos para sostenimiento de centros concertados.

Los importes anuales de los módulos económicos por unidad escolar en los centros concertados de los distintos niveles y modalidades educativas, desglosados en los siguientes conceptos: "Salarios del personal docente incluidas cargas sociales", con especificación de la ratio de profesorado titular y agregado por unidad concertada, "Gastos variables", y "Otros gastos", con expresión del porcentaje de cada concepto respecto a la totalidad del módulo, serán los recogidos en el Anexo I.

En el concepto de "Salarios del personal docente incluidas cargas sociales", se recoge el coste derivado de las remuneraciones del personal docente y sus cargas sociales en los respectivos niveles de enseñanza.

En el concepto de "Gastos variables", además del coste de la antigüedad del personal docente y su repercusión en Seguridad Social, se recogen las sustituciones del profesorado, el complemento de dirección, y las obligaciones derivadas de lo establecido en el artículo 68, e) del Estatuto de los Trabajadores.

Estas cantidades se recogerán en un fondo general que se distribuirá en forma individualizada entre el personal docente de los centros concertados, de acuerdo con las circunstancias que concurran en cada profesor.

Se puede decir que las leyes de Presupuestos de Navarra, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la LOE han regulado los módulos económicos de los centros concertados con pleno respeto a los mínimos establecidos por el Estado ya que no han sido discutidas a este respecto.

6. Vigencia de lo dispuesto en la disposición adicional de la Ley Foral 11/1998, de 3 de julio, introducida por la Ley Foral 17/2012, de 19 de Octubre.

Lo dispuesto en la disposición adicional de la Ley Foral 11/1998, de 3 de julio–que está vigente- ha sido dictado en ejercicio de las competencias de Navarra en materia de educación, resulta plenamente respetuoso con lo dispuesto en las leyes orgánicas y básicas dictadas por el Estado en materia de admisión de alumnos en centros públicos y concertados y se “atiene” plenamente, utilizando palabras del Tribunal Supremo (Sentencia de 24 de Julio de 2012), a lo dispuesto en la normativa estatal aplicable y en la propia Constitución.

De entrada se puede afirmar que lo dispuesto en esta disposición no ha sido desplazado en su aplicación por disposición legal alguna. Tampoco por el apartado ocho del artículo 17 de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2013. 

A estas alturas del informe, y como justificación de la idea que se acaba de exponer, resulta necesario hacer referencia a lo que el Tribunal Supremo ha considerado en las cuatro Sentencias, a las que se ha hecho referencia, porque en ellas se explica con suma claridad, y sin ningún género de dudas, cual es el marco jurídico vigente en España en cuanto a concertación de centros educativos en los que no se garantiza la coeducación de los alumnos y alumnas. También porque es en el marco que estas sentencias definen en el que se presenta la enmienda que motiva la elaboración del presente informe, cuestión que no carece de trascendencia.

En la primera de la Sentencias citadas –Sentencia de 23 de julio de 2012- a la que se remiten todas las posteriores, el Tribunal Supremo ha afirmado, después de recordar que la Administración demandada entendió que la nueva LOE se apartaba de los criterios establecidos en el artículo 20.2 de la LODE y en el artículo 72.3 de la LOCE (Idénticos) considerando que la incorporación del término “sexo” venía a añadir un nuevo criterio de no discriminación que prohibía la concertación o lo que es lo mismo el sostenimiento de fondos públicos de aquellos centros privados de educación diferenciada por sexos que en consecuencia no aceptan la escolarización conjunta de alumnos de ambos sexos, es decir, la coeducación y que esa norma vigente y de directa aplicación por la Comunidad Autónoma, que había sido objeto de desarrollo mediante Decreto por la misma, fue directamente aplicada por aquella, decisión que fue confirmada por la Sala de Instancia (y con posterioridad por el Propio Tribunal Supremo) lo siguiente:

 “.....la Administración....no cuestiona la existencia de la educación diferenciada, tan legítima como el modelo de coeducación que preconiza la Ley, pero sí se ajusta al mandato legal que descarta que la misma pueda acogerse al sistema de enseñanza gratuita de centros concertados sostenidos con fondos públicos. Y ello porque esa es la opción legítima que adopta el legislador y que no contraría el artículo 27.9 de la Constitución que dispone que "los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca". De modo que ese derecho que es de configuración legal no alcanza de conformidad con lo que dispone la Ley Orgánica de Educación, Ley 2/2.006, de 3 de mayo, a los centros docentes que opten por el modelo de educación diferenciada que no pueden ser concertados, y por ello no pueden ser sostenidos con fondos públicos.

Y si ello puede predicarse de la no concertación de las seis nuevas unidades de Educación Infantil pretendidas, lo mismo puede decirse de la renovación del concierto para las unidades de Educación Primaria y Secundaria Obligatoria, que en número de seis y cuatro, respectivamente, se pretendían mantener y que fueron denegadas por idéntica razón, y para cuya denegación sirven las razones ya expuestas, para rechazar la concesión de las nuevas.

Sin que esta conclusión pueda enervarse con la mención que efectúa el motivo de los artículos 43 y 44 del Real Decreto 2.377/1.985, de 18 de diciembre, puesto que si bien el primero de ellos declara que: "Los conciertos se renovarán siempre que el centro siga cumpliendo los requisitos que determinaron su aprobación, no se haya incurrido en las causas de no renovación previstas en el art. 62.3 de la ley orgánica reguladora del Derecho a la Educación y existan consignaciones presupuestarias disponibles. En este último supuesto se aplicarán los criterios de preferencia del art. 48.3 de la citada ley orgánica", no es menos cierto que esos criterios que permitían la renovación del concierto se aplicaban una vez que el artículo 20.2 de la misma Ley Orgánica 8/1985, había excluido con carácter previo la existencia de discriminación en la admisión por los centros de los alumnos por "razones ideológicas, religiosas, morales, sociales, de raza o nacimiento", prohibiciones que mantuvo inalterables la Ley Orgánica 10/2.002, de Calidad de la Educación, de 23 de diciembre, y a los que añadió la Ley Orgánica 2/2.006, el del sexo, de modo que teniendo eso en consideración una vez concluida la vigencia del Concierto su renovación no era posible al introducirse esa causa prohibitiva de discriminación por sexo en relación con la admisión de alumnos en los centros privados sostenidos con fondos públicos.
También el motivo se remite a la Disposición Adicional Vigésima Quinta de la Ley Orgánica 2/2.006 que se rubrica como "fomento de la igualdad efectiva entre hombres y mujeres" y dispone que: "Con el fin de favorecer la igualdad de derechos y oportunidades y fomentar la igualdad efectiva entre hombres y mujeres, los centros que desarrollen el principio de coeducación en todas las etapas educativas, serán objeto de atención preferente y prioritaria en la aplicación de las previsiones recogidas en la presente Ley, sin perjuicio de lo dispuesto en los convenios internacionales suscritos por España".

...../.....

Sin embargo lo que la Disposición Adicional Vigésima Quinta de la Ley Orgánica 2/2.006 pretende, y así resulta de su rubrica "fomento de la igualdad efectiva entre hombres y mujeres", es "favorecer la igualdad de derechos y oportunidades y fomentar la igualdad efectiva entre hombre y mujeres" y conseguir que "los centros que desarrollen el principio de coeducación en todas las etapas educativas" sean "objeto de atención preferente y prioritaria en la aplicación de las previsiones recogidas en la Ley". En el bien entendido que para ello deben mantener ese modelo en todas las etapas educativas y que se refiere a las previsiones recogidas en la Ley y que, por tanto, no se refiere solo a la preferencia en la posibilidad de obtener conciertos con la Administración Educativa. Y desde luego de ese trato preferente y prioritario a esos centros no se deduce que España desconozca lo dispuesto en los convenios internacionales suscritos en materia de educación, y en concreto aquél al que se refieren las recurrentes.

Sin embargo, y por las razones ya señaladas, y sin que ello sea consecuencia de la Disposición Adicional citada, si bien se reconoce la legitimidad del sistema docente de educación diferenciada por sexos, se excluye a esos centros de la posibilidad de concertar con la Administración competente su sostenimiento con fondos públicos. Así resulta del artículo 116.1 de la Ley Orgánica 2/2.006 que dispone que "Los centros privados que ofrezcan enseñanzas declaradas gratuitas en esta Ley y satisfagan necesidades de escolarización, en el marco de lo dispuesto en los arts. 108 y 109, podrán acogerse al régimen de conciertos en los términos legalmente establecidos". Artículo que en su número 2 añade que: "Entre los centros que cumplan los requisitos establecidos en el apartado anterior, tendrán preferencia para acogerse al régimen de conciertos aquellos que, atiendan a poblaciones escolares de condiciones económicas desfavorables o los que realicen experiencias de interés pedagógico para el sistema educativo. En todo caso, tendrán preferencia los centros que, cumpliendo los criterios anteriormente señalados, estén constituidos y funcionen en régimen de cooperativa". En modo alguno se menciona entre esos criterios que permiten la concertación el que los centros se acojan al sistema de coeducación. Pero, es obvio, que, previamente, el artículo 84 de la Ley 2/2.006 que expresamente se refiere a "la admisión de alumnos" ha excluido de la posibilidad de concertación a los centros de educación diferenciada por sexos, al prohibir en su número 3 la discriminación por sexo en la admisión de alumnos, existencia de discriminación que es previa al cumplimiento del resto de las condiciones que se exigen para lograr la suscripción del concierto.

Para el Tribunal Supremo no es posible “.... a partir de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 2/2.006 (sea posible) que esos centros privados puedan tener la condición de concertados sostenidos con fondos públicos, cuando expresamente en el régimen de admisión de alumnos se prohíbe la discriminación por razón de sexo, artículo 84.3 de la Ley. Precepto que por otra parte en nada se separa del contenido del artículo 14 de la Constitución del que es trasunto fiel a la hora de enumerar las discriminaciones que proscribe. Y esa imposibilidad de obtener conciertos esos centros docentes que optan por la educación separada por sexos tampoco perturba ningún derecho constitucional de los padres que conservan el derecho de libre elección de centro y el de los titulares de la creación de centros con ideario o carácter propio, y sin que se vulnere el número 9 del artículo 27 de la Constitución porque determinados centros no puedan acceder al concierto si no reúnen los requisitos que la Ley establece.
Ya esta Sala en sentencia de 11 de junio de 2.008, recurso de casación núm. 689/2005, citando sentencias anteriores, manifestó que "Ni la LODE ni la LOCE reconocen a los titulares de los centros concertados el derecho a establecer en ellos un sistema de enseñanza diferenciada como parte integrante de su derecho de creación y dirección de centros privados y que, por esta razón, deba ser aceptado como un contenido adicional de lo directamente establecido en el artículo 27 CE.

Consiguientemente, carece de fundamento esa vulneración a la configuración legal del derecho fundamental reconocido en dicho artículo 27 CE que la sentencia recurrida viene a atribuir a las normas reglamentarias impugnadas por esa mención del "sexo" contenida en ellas que anula.

El sistema de enseñanza mixta, en el caso de los centros concertados, es una manifestación o faceta más de esa competencia sobre la admisión del alumnado que corresponde a la Administración educativa que financia dichos centros concertados; esto es, forma parte de esa intervención estatal que limita el derecho de dirección en los centros privados que reciben ayudas públicas en virtud de lo establecido en el artículo 27.9 CE".

También en sentencia de 26 de junio de 2.006, recurso 3.356/2.000, tras mencionar y transcribir la misma, tanto el artículo 10.c) de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer al que se refería la Central Sindical recurrente, así como el artículo 2 a) de la Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza de 14 de diciembre de 1.960 de la UNESCO que citaba la Sociedad recurrida, mantuvimos que sobre la educación separada por sexos "las normas internacionales dejan abierta la cuestión" si bien también expresamos que: "Es significativo a este respecto que las normas reguladoras del régimen de admisión de alumnos en los centros públicos -y en los concertados- no hayan incluido hasta ahora al sexo entre los motivos por los que no se puede discriminar a los alumnos (artículos 20.2 y 53 de la LODE, 3 del Real Decreto y, posteriormente, el artículo 72.3 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación ). Es verdad que el artículo 84.3 de la Ley Orgánica, 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, actualmente en vigor, sí incluye al sexo entre las causas por las que no se podrá discriminar a los alumnos en la admisión a los centros públicos y a los concertados. Y que su disposición adicional vigésimo quinta asegura una atención preferente y prioritaria a los centros que desarrollen el principio de la coeducación en todas las etapas educativas. No obstante, esta novedad, cuyo alcance no es el caso determinar ahora, no puede proyectarse sobre la Sentencia recurrida que se dictó a la vista de las normas entonces vigentes.

Y, por último, en sentencia 24 de febrero de 2.010 (RJ 2010, 4077), recurso de casación núm. 2.223/2.008 mantuvimos "que la educación separada por sexos era conforme en España y estaba autorizada de acuerdo con la Convención (de la UNESCO aprobada el 14 de diciembre de 1.960) puesto que el Estado la admitía, y desde luego así resultaba hasta la derogación de la Ley Orgánica 10/2.002 (...)". Para seguidamente añadir que: "hay que admitir que dejó de serlo para los Centros Docentes sostenidos con fondos públicos una vez que la Ley Orgánica 2/2.006 introdujo como criterio de no discriminación en el art. 84 que regula el proceso de admisión de alumnos, el relativo al sexo imponiendo definitivamente en esos centros el criterio de la coeducación"........”

El Tribunal Supremo en sus Sentencias de 24 de julio de 2012 y 14 de enero de 2013, ante la alegación de que las leyes para la igualdad efectiva de hombres y mujeres también resultaban de aplicación, añade a las consideraciones anteriores la siguiente:

“....- Lo acabado de exponer es aplicable al supuesto de autos en que la particularidad radica en la invocación añadida del Decreto autonómico 53/2007, de 20 de febrero, que se atiene a la normativa estatal más arriba expuesta.
Significa, pues, que la Sala de instancia ha contravenido la interpretación de los preceptos invocados dado que, para la renovación del concierto educativo, han de tenerse en cuenta, no solo las normas educativas esgrimidas sino también la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo y la correlativa andaluza, Ley 12/2007, de 26 de noviembre que, por su carácter de normas legales ulteriores pueden incidir en la regulación previa del RD 2377/1985.

“....no contraria a la legislación vigente la enseñanza separada por sexos mas cuestión distinta es que tal actividad pueda ser objeto de concertación con fondos públicos.

Significa, pues, que debe confirmarse la actuación administrativa al entenderse ajustada a derecho la condición impuesta para la renovación del concierto a partir del curso 2010/2011.

De la doctrina jurisprudencial citada se extraen varias conclusiones importantes. Son las siguientes:

1.
La LOE es una norma vigente y de directa aplicación.

2.
El mandato legal del artículo 84.3 (de carácter orgánico) de la LOE impide que la educación diferenciada cuya existencia no cuestiona pueda acogerse al sistema de centros concertados sostenidos con fondos públicos.

3. La LOE al introducir como criterio de no discriminación en el artículo 84 que regula el proceso de admisión de alumnos, el relativo al sexo impuso definitivamente en estos centros –los centros docentes sostenidos con fondos públicos- el criterio de la coeducación.

4. Esta regulación constituye una opción legítima del legislador que no contraría el artículo 27.9 de la CE.

5. El derecho que asiste a los centros docentes para ser ayudados por los poderes públicos –un derecho de configuración legal- no alcanza a los centros docentes que opten por el modelo de educación diferenciada que no pueden ser concertados y por ello no pueden ser sostenidos con fondos públicos.

6. Las previsiones del Real Decreto 2377/1985, de 18 de Diciembre y las incluidas en el artículo 20.2 de la LODE y en el correspondiente de la LOCE, que permitían la renovación de conciertos a este tipo de centros se han visto modificadas por lo dispuesto en la LOE de forma que una vez concluida la vigencia de un concierto su renovación no es posible al haber introducido la LOE esta causa prohibitiva de discriminación por sexo en relación con la admisión de alumnos en centros sostenidos con fondos públicos.

(En Navarra, la modificación afecta al Decreto Foral 146/1992, de 14 de Diciembre).   

7. El artículo 116.1 de la LOE excluye también a este tipo de centros al disponer que los centros privados que ofrezcan enseñanzas gratuitas podrán acogerse al régimen de conciertos “en los términos legalmente establecidos” y aunque no se haga referencia a la coeducación es obvio que la acreditación de la no discriminación por razón de sexo es un requisito previo que se debe cumplir necesariamente antes que el resto de condiciones que se exigen para poder suscribir un concierto.

8. La prohibición de discriminación por sexo que impide que este tipo de centros puedan tener la condición de concertados sostenidos por fondos públicos en nada se separa, por otra parte, de lo que establece el artículo 14 de la CE del que es trasunto fiel a la hora de enumerar las discriminaciones que proscribe.

9. la imposibilidad de que este tipo de centros que opten por la educación separada por sexos para acceder a los conciertos no perturba ningún derecho constitucional de los padres que conservan el derecho a la libre elección de centro, ni el de los titulares a la creación de centros con ideario o carácter propio, sin que tampoco se vulnere lo dispuesto en el artículo 27.9 de la CE porque determinados centros no puedan al concierto si no cumplen los requisitos que la Ley establece.

10. Ni la LODE ni la LOCE reconocen a los titulares de los centros concertados el derecho a establecer en ellos un sistema de enseñanza diferenciada como parte integrante de su derecho a la creación y dirección de centros privados que por esta razón deba ser aceptado como un contenido adicional de o directamente establecido en la CE.

11. El sistema de enseñanza mixta en el caso de los centros concertados es una manifestación o faceta más de la competencia que sobre la admisión del alumnado corresponde a la Administración educativa que financia los centros concertados. Forma parte de la intervención estatal que limita el derecho de dirección en los centros privados que reciben ayudas públicas en virtud de lo establecido en el artículo 27.9 de la CE.

12. Finalmente para la no renovación de conciertos educativos a los centros que no garantizan el principio de coeducación de sus alumnos y alumnas deben tenerse en cuenta no solo las normas educativas sino también la legislación sobre igualdad de mujeres y hombres, estatal y autonómica.

A la vista de lo expuesto y como una primera conclusión se puede decir que las previsiones contenidas en la disposición adicional de la Ley Foral 11/1998, de 3 de Julio introducida por la Ley Foral 17/2012, de 19 de Octubre, están plenamente vigentes, vinculan a la Administración educativa de Navarra y no solo no contrarían legislación estatal alguna sino que se atienen plenamente a los dispuesto en la legislación básica y orgánica dictada por el Estado y en concreto a lo dispuesto en los artículos 84.3 y 116 y 117 de la LOE.

7. Trascendencia de lo establecido en al apartado ocho del artículo 17 de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2013.

Se plantea en la solicitud de informe la trascendencia que puede tener la previsión sobre los conciertos educativos incluida en el apartado ocho del artículo 17 de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2013 como consecuencia de la enmienda presentada por el Diputado Sr. Salvador y que hace referencia a la financiación de los centros concertados de educación diferenciada que escolarizan alumnos de un solo sexo indicando que lo establecido en el artículo en cuanto a módulos será plenamente aplicable a la financiación de todos los centros concertados incluidos los de educación diferenciadas que escolaricen alumnos de un solo sexo.

Para responder a la cuestión planteada lo primero que hay que tener en cuenta es que las Leyes de Presupuestos son leyes ordinarias a las que la CE dedica un artículo –el 134- del tenor siguiente:

“...

Artículo 134. [Presupuestos Generales del Estado]

1. Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y a las Cortes Generales su examen, enmienda y aprobación.

2. Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado.

3. El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Presupuestos Generales del Estado al menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior.

4. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los nuevos.

5. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el Gobierno podrá presentar proyectos de ley que impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario.

6. Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación.

7. La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una ley tributaria sustantiva así lo prevea....”.

Diferentes Sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional sobre la naturaleza jurídica de este tipo de normas han afirmado que las Leyes de Presupuestos Generales del Estado son verdaderas leyes con peculiaridades en cuanto a su procedimiento de aprobación y contenido. 

Sobre su contenido material se transcribe una de las últimas Sentencias dictadas al respecto por el Tribunal Constitucional (STC 74/2011) que puede resultar clarificadora:

“.............El análisis del primer motivo de inconstitucionalidad que se imputa a la disposición recurrida ha de partir de la consolidada doctrina de este Tribunal sobre los límites materiales al contenido de las Leyes de presupuestos, inicialmente elaborada en relación con las Leyes de presupuestos generales del Estado (por todas, SSTC 32/2000, de 3 de febrero, F. 5; 109/2001, de 26 de abril , F. 5; 67/2002, de 21 de marzo , F. 3; 34/2005, de 17 de febrero, F. 4; y 248/2007, de 13 de diciembre, F. 4) ................

De conformidad con la citada doctrina constitucional, el objeto de las Leyes de presupuestos generales del Estado, a diferencia de lo que en principio sucede con las demás Leyes, no puede ser libremente fijado, sino que posee un contenido mínimo, necesario e indisponible, al que puede añadirse un contenido eventual o posible, estrictamente delimitado, de modo que las materias situadas fuera de ese ámbito están constitucionalmente vedadas a las Leyes de presupuestos generales del Estado. Esta limitación material deriva, en primer lugar, de la específica función que constitucionalmente se atribuye a este tipo de fuentes (aprobar anualmente los presupuestos generales del Estado incluyendo la totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y la consignación del importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado y ser uno de los vehículos o instrumentos de la política económica del Gobierno); en segundo lugar, de las especificidades de su tramitación parlamentaria (que conllevan ciertas limitaciones de las facultades de propuesta, examen y enmienda de las Cortes Generales), y, por fin, de las exigencias del principio de seguridad jurídica del artículo 9.3 CE, entendido como certeza del Derecho («debido a la incertidumbre que una regulación de este tipo origina» o debido a que ese principio de certeza «exige que una Ley de contenido constitucionalmente definido» como la de presupuestos generales «no contengan más disposiciones que las que corresponden a su función constitucional») (por todas, SSTC 76/1992, de 14 de mayo , F. 4, y 195/1994, de 28 de junio , F. 2).

En síntesis, puede afirmarse que el contenido mínimo, necesario e indisponible de las Leyes de presupuestos generales del Estado es el explícitamente proclamado en el artículo 134.2 CE, es decir, la previsión anual de la totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y la consignación del importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado. Por su parte, el contenido eventual resulta limitado estrictamente a aquellas materias o cuestiones que guarden directa relación con las previsiones de ingreso y las habilitaciones de gasto de los presupuestos o con los criterios de política económica general en que aquéllas se sustenten o que sean complemento necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución del presupuesto, excluyendo, en principio, normas típicas del Derecho codificado o disposiciones de carácter general por la inseguridad jurídica que implica su modificación a través de esta vía, salvo que guarden relación directa con las previsiones de ingresos y las habilitaciones de gastos de los presupuestos o con los criterios de política económica general en que se sustentan. El cumplimiento de las indicadas condiciones resulta, pues, necesario para justificar la restricción de las competencias del poder legislativo, propia de las Leyes de presupuestos, y para salvaguardar la seguridad jurídica que garantiza el artículo 9.3 CE. Desde una perspectiva temporal este Tribunal ha admitido la inclusión en una Ley de presupuestos de disposiciones con vocación de permanencia, aun cuando determinadas regulaciones llevadas a cabo en esta Ley encuentren su ubicación normativa natural y técnicamente más correcta en las disposiciones generales que regulen los regímenes jurídicos a los que se refieren...........

Estas consideraciones del TC se aplican a las Leyes de Presupuestos Generales del Estado y suponen, de forma esquemática, en cuanto a su contenido, en primer lugar, que hay un mínimo que se refiere a la expresión cifrada de la previsión de ingresos y la habilitación de gastos del Estado que siempre deben contener  y, en segundo lugar, un contenido eventual o posible, pero no necesario que está sometido a algunos principios imprescindibles para salvaguardar, entre otros, el principio de seguridad jurídica. 

Las materias que se pueden incluir eventualmente en este tipo de leyes deben tener relación directa con los gastos e ingresos del Estado o con los criterios de política económica de la que la Ley de Presupuestos es un complemento necesario y su inclusión debe estar justificada para la mayor inteligencia y la mejor y más eficaz ejecución del presupuesto, excluyendo, en principio, normas típicas del Derecho codificado o disposiciones de carácter general por la inseguridad jurídica que implicaría su modificación a través de esta vía, salvo que guarden relación directa con las previsiones de ingresos y las habilitaciones de gastos de los presupuestos o con los criterios de política económica general en que se sustentan.

De acuerdo con lo que se acaba de exponer la previsión legal a que se refiere la enmienda, incluida hoy en una Ley de Presupuestos, puede entenderse como una previsión referida a esa primera parte a ese contenido mínimo de este tipo de leyes, –a la previsión de ingresos y habilitación de gastos del Estado – en cuyo caso carece de trascendencia alguna respecto a los ingresos y gastos de la CFN recogidos en sus propias Leyes de Presupuestos y no en la del Estado que no resulta de aplicación en Navarra. Como mucho podría tener alguna efectividad desde el punto de vista de los mínimos de los conciertos, siempre teniendo en cuenta que solo podría referirse a aquellos casos excepcionales que pudieran estar amparados por el régimen transitorio al que hace referencia la disposición adicional de la Ley Foral 12/2012

Pero si lo que se quisiera pretender con esta regulación es ir más allá de lo que son las previsiones de ingresos y gastos del Estado y realizar una nueva regulación de la materia que afecte al régimen vigente sobre la admisión de alumnos en los centros escolares concertados, regulado en los artículos 83, 116 y 117 de la LOE y amparado por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo estaríamos ante un caso claro de inconstitucionalidad porque una Ley ordinaria no puede modificar lo dispuesto en un precepto de carácter orgánico (el artículo 84.3 de la LOE al que los artículos 116 y 117 de la LOE se remiten y del que es un presupuesto previo).

No hay que olvidar que lo dispuesto en el artículo 84.3 de la LOE está vigente y resulta plenamente de aplicación y que el cumplimiento de lo en él establecido es presupuesto previo para la suscripción de cualquier concierto y también para otorgar las ayudas que se puedan establecen en las correspondientes Leyes de Presupuestos.

Con un precepto incluido en una ley ordinaria no se puede modificar , tampoco pretender inaplicar, una disposición de carácter orgánico, dictada en desarrollo del artículo 27 de la CE. El artículo 28 de la ley Orgánica 2/2007, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional es claro a este respecto: “..El Tribunal Constitucional podrá declarar inconstitucionales por infracción del artículo 81 de la Constitución los preceptos de.....una ley que no haya sido aprobada con el carácter de orgánica .......en el caso de que dichas disposiciones hubieran regulado materias reservadas a ley orgánica o impliquen modificación o derogación de una ley aprobada con tal carácter ....”. 

En ese caso el apartado tampoco superaría los cánones que para la constitucionalidad de las leyes de presupuestos exige el Tribunal Constitucional si tenemos en cuenta que, a lo ya expuesto, el propio TC añadió en STC 3/2003 que aunque se haya admitido que las Leyes Generales de Presupuestos del Estado pueden abordar una modificación directa y expresa de cualquier otra norma legal, siempre que dicha modificación respete los contenidos que para su incorporación al contenido eventual del instrumento ha exigido el mismo Tribunal, lo que no puede hacer la Ley de Presupuestos es sin modificar previamente el régimen sustantivo de una determinada parcela del Ordenamiento Jurídico, desconocerlo, procediendo efectuar una aplicación distinta a la prevista en la norma cuya aplicación se pretende.

Para el TC la Ley de Presupuestos, como previsión de ingresos y autorización de gastos para un ejercicio dado debe respetar, en tanto no las modifique expresamente, las exigencias previstas en el Ordenamiento Jurídico a cuya ejecución responde so pena de poder provocar con su desconocimiento situaciones de inseguridad jurídica contrarias al artículo 9 de la CE.

En definitiva mediante un precepto incluido en una Ley ordinaria, como es el caso de la Ley de Presupuestos Generales del Estado no se puede modificar, derogar o pretender inaplicar lo dispuesto tanto en una Ley orgánica que desarrolla un derecho constitucional como en una Ley Foral que se ajusta a ella perfectamente como se puede deducir a la vista de la motivación incluida en la enmienda que nos ocupa. Una motivación que además resulta sumamente confusa, que no cita correctamente los preceptos de carácter orgánico de la LOE y que obvia la Jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre admisión de alumnos.

8. Aplicación de la legislación vigente sobre igualdad de mujeres y hombres.

De conformidad con lo expuesto por el Tribunal Supremo en las Sentencias citadas de 24 de julio de 2012 y 14 de enero de 2013, para la renovación del concierto educativo han de tenerse en cuenta no solo las normas educativas esgrimidas sino también, y hace mención expresa a la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de enero, así como a las normas autonómicas correspondientes, que por su carácter de normas legales ulteriores pueden incidir en la regulación previa, en aquel caso, reglamentaria.


La Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres prohíbe expresamente la discriminación por razón de sexo (artículo 3) y resulta aplicable a todas las personas, físicas y jurídicas, que se encuentren en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia. 


En esta Ley  se establece que el principio de igualdad de trato supone la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y que este principio de igualdad de trato y de oportunidades, que es aplicable en el ámbito público y en el privado se garantizará en los términos previstos en la formativa aplicable, en el acceso al empleo de forma que no constituirá discriminación en el acceso al empleo una diferencia de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito profesional esencial y determinante siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado. Para esta Ley toda orden de discriminar por razón de sexo es discriminatoria (artículo 6.3). La Ley contempla también en su artículo 69 la obligación de todas las personas físicas o jurídicas que, en el sector público o en el privado, suministren bienes o servicios disponibles para el público, ofrecidos fuera del ámbito de la vida privada y familiar, de cumplir el principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres, evitando discriminaciones directas o indirectas, por razón de sexo, previsión que no afecta a la libertad de contratación siempre que dicha elección no venga determinada por su sexo.

En el mismo sentido  la Ley 56/2003, de 16 de Diciembre, de Empleo considera discriminatorias las ofertas de colocación referidas a uno de los sexos, salvo que se trate de un requisito profesional esencial y determinante de la actividad a desarrollar (artículo 22 bis).

Sobre este particular, el Tribunal Constitucional (Sentencias 13/2009, 12/2008 o 40/2011) ha afirmado la constitucionalidad de algunas de las medidas contempladas en la Ley orgánica 3/2007 ( y en algunas leyes autonómicas similares), entre otras razones jurídicas, por su idoneidad para conseguir la efectividad en el disfrute de los derechos y la igualdad real de las personas a que hace referencia el artículo  9 de la CE.

9. El anteproyecto de Ley orgánica para la mejora de la calidad educativa.

Las consideraciones anteriores se pueden ver condicionadas si se aprueba el Anteproyecto de Ley orgánica para la mejora de la calidad educativa, actualmente en tramitación, en el que se contempla una modificación de lo dispuesto en el artículo 84.3 de la LOE en el que, manteniendo la prohibición de discriminación en los términos conocidos, se añade un segundo párrafo del tenor siguiente:

“No constituye discriminación la admisión de alumnos o la organización de la enseñanza diferenciada por sexos, siempre que la enseñanza que impartan se desarrolle conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención relativa  a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, aprobada por la Conferencia General de la UNESCO el 14 de Diciembre de 1960. En ningún caso, la elección de la educación diferenciada por sexos podrá implicar para las familias, alumnos y centros correspondientes un trato menos favorable ni una desventaja a la hora de suscribir conciertos con las Administraciones educativas o en cualquier otros aspecto”.

Y ello al margen del análisis que se pueda realizar, en su caso, sobre su constitucionalidad.
III. CONCLUSIONES.


1ª.- La Ley orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de educación ( LOE) que tiene carácter orgánico y constituye legislación básica en algunos de sus apartados, es una norma vigente y de directa aplicación en todo el territorio del Estado y también en Navarra.

Entre otros, el artículo 84.3 de la LOE tiene carácter de legislación orgánica.

2ª.- Lo dispuesto en los artículos 84.3  según el cual “En ningún caso, habrá discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o  circunstancia personal o social” en la admisión de alumnos, 116 y 117 de la LOE de los que aquel constituye presupuesto previo impiden que los centros privados concertados que no garanticen la escolarización conjunta de alumnos de ambos sexos (la coeducación) puedan ser sostenidos con fondos públicos, tal como ha sido considerado por la Jurisprudencia del tribunal Supremo a la que se ha hecho referencia en este informe.

3ª.- Lo dispuesto en la disposición adicional de la Ley Foral 11/1998, de 3 de Julio, en virtud de la Ley Foral17/2012, de 19 de Octubre, está vigente, vincula a todos los poderes públicos, también a la Administración educativa de Navarra (Departamento de Educación del Gobierno de Navarra) y no solo no contraría la legislación vigente, sino que se atiene plenamente a los dispuesto en la legislación del Estado y en concreto a lo dispuesto en los artículos 84.3,116 y 117 de la LOE.

4ª.-  Lo dispuesto en el apartado ocho del artículo 17 de la Ley de Presupuestos Generales del Estado no tienen trascendencia alguna en relación al cumplimiento de lo dispuesto en la disposición adicional de la Ley Foral 11/1998, de 3 de Julio, en Navarra, por las razones expuestas en el apartado 7 de los fundamentos jurídicos de este informe y especialmente porque mediante una ley ordinaria como es la Ley de presupuestos no puede pretenderse dejar sin efecto o inaplicar un precepto de carácter orgánico como es el artículo 84.3 de la LOE.      

Este es mi informe que, como siempre, someto a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

Pamplona, 7 de febrero de 2013. 

La Letrada,

Nekane Iriarte Amigot

Conforme:

El Letrado Mayor, en funciones

Miguel esparza Oroz

